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RECURSO DE APELACIÓN 81/2019/SS




     RECURSO DE APELACION 81/2019/SS




     JUICIO CONTENCIOSO 330/2019/2


     DEMANDADOS Y RECURRENTES:


**********                                 MAGISTRADO 




     JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
                                SECRETARIA

                                ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRIGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del  15   de  julio del dos mil veinte.

V I S T O S  para resolver los autos del Toca número 81/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 4 cuatro de diciembre del 2019 dos mil diecinueve,  por el Fiscal General del Estado y el Subprocurador de Investigación  de la Procuraduría General de Justicia del Estado,  en  contra de la sentencia de fecha   30 treinta de septiembre   del  año próximo pasado, pronunciada por la Segunda Sala  Unitaria, al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 330/2019/2 promovido por ********** por conducto de su Apoderado general, licenciado **********  en contra de las ahora autoridades recurrentes.**********  R E S U L T A  N D O**********I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, con fecha 25 veinticinco de abril  del año 2019 dos mil diecinueve, el licenciado **********compareció**********en su carácter**********  demandando la nulidad del siguiente acto administrativo:

“El oficio resolución **********, emitido el día  14 de marzo de 2019, por el licenciado Raúl Flores Olguín en su carácter de Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General del Justica del Estado, así como todas sus consecuencias legales”

II.- Mediante acuerdo de fecha 21 veintiuno de mayo   del año 2019 dos mil diecinueve, el  Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 91 a 119) refiriéndose a los hechos de la demanda y  a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el  29 veintinueve de agosto del  año próximo pasado se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia únicamente del Delegado de la autoridad demandada Fiscal General del Estado; en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas citándose para resolver; por lo que el  30 treinta de septiembre del 2019 dos mil diecinueve, se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ  de la resolución impugnada, consistente en el acuerdo de fecha 14 catorce de marzo de 2019 dos mil diecinueve en el que la Subprocuraduría de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, en transición a la Fiscalía General del Estado, determinó la incompetencia de  esa autoridad para conocer, tramitar y resolver la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado presentada en la vía administrativa por la aquí Actora; de acuerdo con las consideraciones fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de esta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad demandada.”

IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a la parte actora por lista de fecha 14 catorce de noviembre del 2019 dos mil diecinueve y a la autoridad demandada con fecha 16 dieciséis  del mismo mes y año, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal del que deriva este recurso de apelación.

V.- Con fecha 4 cuatro 
de diciembre del  año próximo pasado, se recibió el recurso de apelación interpuesto por las partes demandadas ante la  Segunda Sala de este Tribunal, y se turnó a esta Sala de Apelación  con fecha 9 nueve del mismo mes y año.
VI.- Por acuerdo de fecha  13 trece de diciembre del dos mil diecinueve  se radicó la presente apelación con el número 81/2019/SS,  de conformidad con lo dispuesto por los artículos  152 fracciones I y IV, 153 a 156 del Código Procesal Administrativo; se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por proveído de fecha 27 veintisiete de enero del actual y  como la parte actora no desahogó la vista respectiva en el término que le fue otorgado, se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O.
PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 330/2019/2 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del Fiscal General del Estado y del Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, demandadas  en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado en los términos del artículo 152 primer párrafo del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  a los demandados aquí recurrentes el día 12 doce de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, surtió efectos el día 13 trece del  mismo mes y año, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada,  el plazo para la interposición del recurso transcurrió de 14 catorce de mismo mes de noviembre al 4 cuatro de diciembre de la anualidad pasada,  al descontar para tal efecto los días dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro, treinta de noviembre y primero de diciembre por ser días inhábiles al tratarse de sábados y domingos, además del dieciocho de noviembre  declarado como día no laborable por ley; por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 4 cuatro de diciembre pasado, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante, al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 
SEXTO.- Antecedentes.

Previo al análisis de los agravios expresados por las partes recurrentes y para  estar en condiciones  de dictar una resolución  adecuada  y apegada a derecho   así como para mejor un conocimiento del asunto que nos ocupa, se considera conveniente  hacer una relatoría de los antecedentes procesales más relevantes del caso:
a).- La parte actora  **********., por conducto de su representante legal el licenciado **********, promovió el presente juicio en contra del Fiscal General del Estado y del Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, señalando como acto impugnado la resolución  ********** de fecha 14 catorce de marzo del 2019 dos mil diecinueve, en la cual la autoridad demandada y nombrada en segundo término, en cumplimiento de la ejecutoria de amparo dictada por el Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito al resolver el recurso de revisión interpuesto por aquella autoridad  en contra de la sentencia emitida por la Juez Primero de Distrito en el Estado, dejó sin efecto legal  la resolución de fecha 4 cuatro de mayo del 2018 dos mil dieciocho y dictó una nueva con fecha 14 catorce de marzo del año próximo pasado donde con la  libertad de jurisdicción que le otorgó la ejecutoria de amparo aludida,  la que ahora  constituye el acto impugnado  por la parte actora consistente  de que la otrora Procuraduría General de Justicia del Estado había cometido conductas irregulares que produjeron daños económicos a la empresa. ********** quien se querelló de fraude, lo que dio lugar a la apertura de una averiguación previa  número  ********** que después cambió a la número **********, en la cual se determinó por  el juez penal que había prescrito la acción penal, hecho  que produjo el daño patrimonial al dejar la Institución demandada prescribir el ejercicio de la acción de su competencia.

 En la resolución señalada como acto impugnado, la autoridad demandada Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, por las razones que ahí expone se declaró incompetente para conocer, incoar y resolver el procedimiento administrativo previsto por la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

La sentencia de la primera instancia dictada por el Magistrado resolutor de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, declaró la ilegalidad e invalidez y la nulidad de la resolución impugnada que fue dictada el 14 catorce de marzo del año 2019 dos mil diecinueve por el Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en transición a la Fiscalía General del Estado, que determinó la incompetencia de esa autoridad para conocer  y resolver la reclamación  de responsabilidad patrimonial del Estado; asimismo le ordenó que emitiera un nuevo acto en el que remita al Titular  de la entidad responsable que es el competente para conocer y resolver dicha  reclamación de la actora por la vía administrativa,  a efecto de que esa autoridad acuerde sobre la admisión de la misma sin perjuicio de que pueda requerir a la empresa demandante en caso de que no satisfaga los requisitos que exige el artículo 22 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y resuelva lo que en derecho corresponda.
b).- Aquí se considera necesario destacar que  este Tribunal de Alzada, con fecha  28 veintiocho de enero del presente año resolvió el Toca número 74/2019/SS derivado del expediente número 373/2019/2 formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por el Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado en contra de la sentencia de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2019 dos mil diecinueve dictada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, la cual declaró la ilegalidad e invalidez y nulidad de la resolución señalada como acto impugnado, emitida el treinta de abril de la anualidad pasada,  en el que la Subprocuraduría General de Investigación en transición a la Fiscalía General del Estado que determinó  la incompetencia de esa autoridad para conocer tramitar y resolver la reclamación de Responsabilidad Patrimonial presentada en la vía administrativa por la empresa actora “Malla San” S.A, del C.V.; esta Sala de apelación  confirmó en todas  sus partes, la  sentencia de primera instancia aludida.
c).- Del estudio comparativo  de ambos expedientes números 373/2019/2 y este  330/2019/2 que se resuelve, tramitados ambos en la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal,  que dieron lugar al presente Toca  y al Toca número 74/2019/SS se colige lo siguiente:

1.- Que el representante de la empresa “********** compareció mediante idénticos escritos, uno  de fecha 21 de febrero del 2019 dos mil dieciocho y el otro  5 cinco de marzo del mismo año, ante la Fiscalía General del Estado solicitando la indemnización correspondiente por las conductas irregulares de la Administración Pública del Estado, atribuibles a la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado y derivadas de que con fecha  6 seis de enero del año 2012 dos mil doce, en su carácter de presentante de la empresa aludida formuló una querella en contra de  **********, **********, que dio lugar a la averiguación previa número  ********** , la que después cambió de número al **********, por la comisión del delito de fraude en virtud de haber engañado a su representada de que le pagaría la cantidad de  $********** por concepto de una compra de material de acero que realizó y recibió a su satisfacción. Que habiendo consignado la averiguación previa  al Juzgado Segundo Penal, se negó la orden de aprehensión en virtud de que la acción penal se encontraba prescrita.

En ambos casos el Subprocurador  de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado dictó un acuerdo en términos idénticos, en el cual expresó que en virtud de que ante la ausencia  de procedimiento previsto por la ley para atender su solicitud, se le dice que ocurra  a instancia diferente.
2.- Contra  este acuerdo, la parte actora promovió juicios de amparo en ambos procedimientos a los que correspondieron los números 526/ 2018-8 y 527/2018-3 y que fueron resueltos por la Juez Primero de Distrito en el Estado concediendo la protección federal para el efecto de que la autoridad responsable fundara y motivara el acto reclamado. Contra la  sentencia de amparo dictada por el Juez aludido en el juicio de garantías número 527/18-3 el Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado presentó el recurso de revisión que le tocó conocer al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito,  que confirmó la sentencia del Juez de Distrito recurrida, ordenándole emitir una resolución fundada y motivada. En cumplimiento de las ejecutorias de amparo, la autoridad demandada  pronunció dos resoluciones  también idénticas, una con fecha 14 catorce de marzo del 2019 dos mil diecinueve y otra con fecha 30 treinta de abril del mismo año; resoluciones que constituyen el acto impugnado, la primera en el expediente 330/2019/2 y la segunda en el expediente 373//2019/2.
3.-  A manera de epítome, se puede establecer que  en ambos acuerdos análogos señalados como actos impugnados en los dos juicios de nulidad a que se viene haciendo referencia,  la autoridad demandada Sub Procurador de Investigación  de la entonces Procuraduría General del Estado en transición a Fiscalía General del Estado, después de transcribir los artículos 2º. 20 al 23, y 27 al 30 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, concluye que el trámite realizado por la actora se puede realizar ante la autoridad responsable o bien ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa cuando se trate de las dependencias del Poder Ejecutivo  y Organismos del Estado; que a la fecha de la presentación de la solicitud del actor la Fiscalía era una dependencia no descentralizada y formaba parte del Poder Ejecutivo del Estado, lo que debe  tomarse en consideración para determinar competencia para incoar, conocer y resolver  del procedimiento administrativo previsto por la invocada Ley de Responsabilidad Patrimonial; que existe una disposición perfectamente aplicable como lo es el artículo 21 de la Ley supra, por lo que en la forma en que se planteó la reclamación de la parte actora, convierte a la  autoridad demandada como  responsable en juez y parte del conflicto que se plantea y que para observar los principios de legalidad y certeza jurídica en la procuración de justicia y seguridad social, debe llevarse el procedimiento iniciado por el actor ante una autoridad jurisdiccional  administrativa imparcial, concluyendo  que esa Procuraduría General de Justicia del Estado, ahora Fiscalía, no es competente para incoar, conocer y resolver el procedimiento administrativo previsto por la ley de Responsabilidad Patrimonial  del Estado y Municipios de San Luis Potosí,
SÉPTIMO.- CAUSA DE IMPROCEDENCIA EN EL PRESENTE RECURSO DE APELACIÓN. Este tribunal de Alzada, estima innecesario el estudio de la resolución reclamada y de los conceptos de violación vertidos por las autoridades demandadas y recurrentes, pues con fundamento en el artículo 228 del Código Procesal Administrativo, advierte de oficio que se actualiza la causa de improcedencia prevista por la fracción IV  del mismo,  por lo que de conformidad con el precepto 229, fracciones II y VI, de tal ordenamiento legal, procede sobreseer en el juicio.
En efecto, dichos dispositivos disponen:

Artículo 228.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

IV.- Que hayan sido materia de otro juicio contencioso administrativo, en el que exista identidad de partes y se trate del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas sean las mismas
Artículo 229.- Procede el sobreseimiento del juicio:

II.- Cuando durante la tramitación del  procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

De la teleología e interpretación  aconsejada por la hermenéutica jurídica del anterior preceptos deviene precisar  la improcedencia y consecuente sobreseimiento del presente asunto, porque   atento a la determinación que se adopta en la presente ejecutoria, este Tribunal de Apelación tiene a la vista, como hecho notorio, los autos del diverso expediente 373/2019/2 relativo al Toca número 74/2019/SS relacionado con el que se actúa, promovido por el mismo actor licenciado Gustavo Barrera López, en su carácter de representante de la empresa “Malla San” S.A de C.V. en contra de las mismas autoridades,  Fiscalía General de Estado y  Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, respecto al mismo acto impugnado como se precisa antes, aunque de diferente fecha, pero derivado de la misma averiguación previa y con iguales antecedentes.
En efecto, los hechos jurídicos son aquellos de los que se deriva la existencia,  modificación o extinción de una voluntad concreta de la ley y son de importancia para el derecho en cuanto puedan servir para probar la existencia  o procedencia de una acción, de una excepción o una causa de improcedencia o sobreseimiento pero lo que se debe probar es la existencia del hecho jurídico generador, el cual en el caso a estudio quedó fehacientemente comprobado con el  mismo expediente donde consta la sentencia donde se resuelve el caso  similar al del asunto que se estudia en este recurso de apelación. 
En la especie, por las razones expuestas con antelación, constituye un hecho notorio la existencia de otro procedimiento donde se impugnó el mismo acto, respecto de las mismas autoridades  el cual ya fue resuelto y respecto del que ya no existe otro recurso o medio por el que pueda ser modificado o extinguido sus efectos, por lo cual este recurso  ha quedado sin materia.
El artículo 61 del Código Procesal Administrativo señala:

Artículo 61.- Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la autoridad que resuelva el asunto referirse a ellos, aun cuando las partes no los hubieren mencionado.”

Al respecto, resultan aplicables por las razones que las informan, los criterios jurisprudenciales, que a continuación se transcriben:

Novena Época: Registro: 184647: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: XVII, Marzo de 2003:  Materia(s): Civil, Común: Tesis: VII.3o.C. J/3:       Página: 1531
“HECHO NOTORIO. SI ESTÁN LISTADOS EN LA MISMA SESIÓN DOS O MÁS ASUNTOS RELACIONADOS, LO CONSTITUYE PARA LOS MAGISTRADOS DE UN COLEGIADO EL RESULTADO DE UNO SI ÉSTE INCIDE EN LA MATERIA DE LOS DEMÁS. En términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los Magistrados que integran órganos colegiados pueden válidamente invocar, de oficio, como hechos notorios, las circunstancias de las cuales tengan conocimiento por razón de su actividad jurisdiccional; por ende, si están listados para la misma sesión dos o más asuntos relacionados y, de acuerdo al orden establecido para el estudio de los mismos, resuelven uno que, dado su resultado, incide en la materia de los subsecuentes que se relacionen con éste, aun cuando dicha resolución no esté engrosada en el toca respectivo, por ser precisamente los Magistrados quienes intervinieron en su discusión y votación, en uso de la facultad potestativa que les otorga la ley para dirimir una contienda judicial, es legal que lo invoquen como medio probatorio para fundar lo determinado en los posteriores que guarden estrecha relación con los mismos.”

Novena Época: Registro: 188596: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: XIV, Octubre de 2001;  Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/211:       Página:   939

“HECHO NOTORIO. PARA LOS MAGISTRADOS DE UN COLEGIADO QUE RESOLVIÓ UN JUICIO DE AMPARO, LO CONSTITUYE LA EJECUTORIA CULMINATORIA DE ÉSTE. Se considera que son hechos notorios para un tribunal, los hechos de que tenga conocimiento por razón de su actividad jurisdiccional. Por consiguiente, por ser quienes intervinieron en la discusión y votación de una ejecutoria de amparo, los Magistrados integrantes de un Tribunal Colegiado de Circuito, como medios de convicción y en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo en términos de lo establecido por su artículo 2o. pueden oficiosamente invocar e introducir esa ejecutoria a un diverso juicio de garantías, aun cuando no se haya ofrecido ni alegado por las partes.”
Sin que sea necesario realizar la certificación de copia de la sentencia dictada por este Tribunal de Alzada al resolver el recurso de apelación del diverso Toca número 74/2019/SS para ser agregados a este resolución, pues basta con tenerlos a la vista, como lo señala la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia que enseguida de transcribe:

“Novena Época: Registro: 172215: Instancia: Segunda Sala: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXV, Junio de 2007: Materia(s): Común: Tesis: 2a./J. 103/2007:Página:   285

“HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente la tengan a la vista”.

En consecuencia, al actualizarse la causa de improcedencia prevista en el citado artículo 228 fracción IV  del Código Procesal Administrativo del Estado, esta Sala  de Apelación estima que resulta procedente sobreseer en el presente juicio, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 229  fracción II del mismo ordenamiento legal, pues los supuestos a que se refieren tales numerales, son cuestiones de orden público en atención a que en esas causas se distingue que persiguen satisfacer el interés general.
Es cierto que el recurso de apelación está encomendado a un órgano Jurisdiccional de grado superior con la finalidad de que examine la  resolución recurrida con base en los agravios, pero también es verdad que cuenta con potestad para analizar si se actualiza alguna causal de improcedencia o sobreseimiento independientemente de que se haya hecho valer agravio sobre ello. Lo anterior es así, teniendo en cuenta que en esta segunda instancia subsiste el interés de que no puedan anularse más actos que aquellos contra los cuales procede el juicio contencioso administrativo y no cumplan con las exigencias legales impuestas por el legislador, toda vez que el análisis de procedencia del juicio contencioso es una cuestión de orden público susceptible de estudio en cualquier instancia sin necesidad de que sean impugnados en vía de agravio.

Por consiguiente esta Sala Superior está facultada para que de advertir alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, las haga valer de oficio ya que sobre el  particular sigue vigente  el principio de que las citadas causas son de orden público por lo que su análisis debe de efectuarse en cualquier instancia en que se encuentre, pues el legislador no ha impuesto límite alguno para que sean apreciadas, en cuanto constituye un medio por el cual se otorga  la certeza y seguridad jurídica a los gobernados.
Criterio el anterior que encuentra su sustento en la siguiente Tesis Jurisprudencial que  en seguida se transcribe:

Época: Novena Época: Registro: 168387:  Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXVIII, Diciembre de 2008: Materia(s): Administrativa: Tesis: 2a./J. 186/2008:  Página: 242 

APELACIÓN. LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL ESTÁ FACULTADA PARA ANALIZAR EN ESA INSTANCIA, DE OFICIO, LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. De los artículos 72 y 73 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, se advierte que las causales de improcedencia y sobreseimiento se refieren a cuestiones de orden público, pues a través de ellas se busca un beneficio al interés general, al constituir la base de la regularidad de los actos administrativos de las autoridades del Distrito Federal, de manera que los actos contra los que no proceda el juicio contencioso administrativo no puedan anularse. Ahora, si bien es cierto que el artículo 87 de la Ley citada establece el recurso de apelación, cuyo conocimiento corresponde a la Sala Superior de dicho Tribunal, con el objeto de que revoque, modifique o confirme la resolución recurrida, con base en los agravios formulados por el apelante, también lo es que en esa segunda instancia subsiste el principio de que las causas de improcedencia y sobreseimiento son de orden público y, por tanto, la Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal está facultada para analizarlas, independientemente de que se aleguen o no en los agravios formulados por el apelante, ya que el legislador no ha establecido límite alguno para su apreciación”.  
No es obstáculo a lo resuelto que mediante auto de 11 once de diciembre del año próximo pasado, (fojas 22 y 23 de este toca) se haya tenido por interpuesto el recurso, pues este tipo de proveídos no causan estado por ser determinaciones de mera substanciación derivadas de un examen preliminar del asunto; este supuesto no vulnera los derechos de las partes pues como lo ha sostenido la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, debido la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diversas constancias que conforman el expediente contencioso  y de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia, como es la carga procesal impuesta por la Sala resolutora de efectuar el trámite que ahí se le indica y una vez  cumplido dictar resolución debidamente fundada y motivada.

Ilustra lo anterior la Tesis Jurisprudencial anunciada, que reza:

Época: Novena Época: Registro: 170598; Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXVI, Diciembre de 2007: Materia(s): Común: Tesis: 2a./J. 222/2007: Página: 216.

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO.- La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo”.

Complementando el anterior argumento debe agregarse una última consideración en el sentido de que esta instancia no se cerró con un desechamiento de plano al recibir el escrito de apelación, porque la causal de improcedencia que aquí se explica y plantea, no resultaba ni aparecía evidente y notoria para haber obrado entonces de manera sumaria; sino que fue necesario entrar a un estudio exhaustivo y profundo del expediente relativo  a este juicio contencioso. Luego entonces, haber admitido a trámite la apelación permitió a esta Sala juzgadora hacer el examen de la procedencia con el detenimiento que merecen asuntos como este en que se actúa. 

Por lo expuesto y fundado, y con apoyo en lo dispuesto por los artículos 152 y 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se resuelve:
PRIMERO Se sobresee el presente juicio por las razones  expuestas en el considerando séptimo  de esta sentencia.

SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal  se habilita a la Auxiliar Jurisdiccional Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a efecto la notificación de la presente resolución; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado  de la Sala Superior  del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con Secretaria Jurisdiccional en funciones de Secretaria  de Acuerdos Adela Oralia Rodríguez Rodríguez, que autoriza y da fe.

LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE DIECIOCHO PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 81/2019/SS, EL QUINCE DE JULIO DEL DOS MIL VEINTE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ÓRGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE JULIO DE DOS MIL VEINTE.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 
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